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RECURSO DE REVISIÓN  161/2017-2.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

DIRECCIÓN DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DE LA CIUDAD DE VALLES, SAN LUIS POTOSÍ Y OTRA AUTORIDAD

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 04 cuatro de agosto de 2017, dos mil diecisiete. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Mediante oficio 62/SAF/2017, de 14 catorce de marzo de 2017, dos mil diecisiete, en alcance al oficio 038/U.T./2017, consta la transcripción hecha por el SUBDIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS de la DIRECCIÓN DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DE CIUDAD VALLES, SAN LUIS POTOSÍ, relativa a la solicitud de acceso a la información pública hecha por el particular, de la que se advierte que pidió lo siguiente
: 

“…Copia simple del o los comprobantes fiscales del gasto efectuado por la cantidad de $1,906.04, por concepto de viáticos, por el C. Alejandro Ballesteros Corona, del día 17 de febrero del año 2016, para asistir a reunión Sindical a la Cd. de San Luis Potosí, copia de la autorización del gasto y el informe que justifica la entrega de este recurso…”
SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 14 catorce de marzo de 2017, dos mil diecisiete, en alcance al oficio 038/U.T./2017, el SUBDIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS del sujeto obligado, notificó al solicitante la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública, y en lo que interesa dice
: 
“…En ese sentido le hago saber, que No es posible darle la información solicitada debido a que esa información fue enviada a la Auditoría Superior del Estado para su Revisión, y actualmente no se encuentra en este departamento…”
TERCERO. Interposición del recurso. El 28 veintiocho de marzo de 2017, dos mil diecisiete, el solicitante de la información presentó formato de recurso de revisión ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, en donde interpuso el recurso de revisión en contra de la respuesta proporcionada por el sujeto obligado.
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 29 veintinueve de marzo de 2017, dos mil diecisiete, la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que, por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la M.A.P. Yolanda E. Camacho Zapata, por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído de 11 once de mayo de 2017, dos mil diecisiete, la Comisionada Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-161/2016-2.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como ente obligado a la DIRECCIÓN DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DE CIUDAD VALLES, SAN LUIS POTOSÍ, por conducto de su TITULAR a través del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
· Se le tuvo al recurrente por señalando dirección electrónica para recibir notificaciones.
· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.
Asimismo, en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encontraba en una de las excepciones del derecho de acceso a la información como impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

Por lo tanto, la ponente apercibió a las autoridades de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso se aplicarían en su contra las medidas de apremio previstas en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que fuera decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.
Aunado a lo anterior, en cumplimiento al acuerdo de Pleno CEGAIP-198/2016, vinculado con el acuerdo CEGAIP-199/2016, emitidos en Sesión Ordinaria de 14 catorce de julio de 2016, dos mil dieciséis, la Comisionada Ponente decretó la ampliación del plazo para resolver el recurso de revisión de que se trata, en virtud de las razones de distancia territorial del sujeto obligado, en el entendido de que la referida ampliación, empezaría a transcurrir a partir de que concluyera el plazo de 30 treinta días hábiles siguientes a la interposición del recurso de revisión.

SEXTO. Informe del sujeto obligado. Por proveído de 01 uno de junio de 2017, dos mil diecisiete, la ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido el oficio 102/U.T./2017, signado por el JEFE DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma el informe solicitado.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.
· Por ofrecidas las pruebas que acompañó a su oficio.

Respecto de la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera y para ofrecer las pruebas o alegatos correspondientes.

 Para concluir, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.
Ahora bien, mediante Decreto 0665, publicado por el Periódico Oficial del Estado, el 30 treinta de junio de 2017, dos mil diecisiete, se eligió a la Licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, como Comisionada de este Órgano Garante, por lo que, entró en funciones de su encargo el 01 uno de julio del mismo año, asignándosele la ponencia dos de esta Comisión, y,
CONSIDERANDO
PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta a ésta es precisamente a aquél quien le pudiera deparar perjuicio.

CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:
· El 14 catorce de marzo de 2017, dos mil diecisiete, el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 15 quince de marzo al 05 cinco de abril, ambos de 2017, dos mil diecisiete. 
· Se deben descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 18 dieciocho, 19 diecinueve, 25 veinticinco y 26 veintiséis de marzo, 01 uno y 02 dos de abril, ambos de 2017, dos mil diecisiete, así como el día 20 veinte de marzo de la referida anualidad, por ser día de asueto para esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 

· Consecuentemente si el 28 veintiocho de marzo de este año, el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.    

QUINTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos al sujeto obligado, en virtud de que el JEFE DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado, así lo reconoce en su informe.
Lo mismo sucede para el TITULAR del sujeto obligado, en virtud de que, a pesar de que fue omiso en rendir el informe que le fue solicitado, así se desprende de autos, ya que en la especie por tratarse de una solicitud de acceso a la información pública, ésta fue dirigida a aquél como titular.

SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado, se analiza el fondo de la cuestión planteada.
SÉPTIMO. Estudio de los agravios.  

7.1. Agravio.


El recurrente expresó como motivo de agravio que el ente obligado no proporcionó la información solicitada y no justificó la falta de entrega de la misma.

7.1.1. Agravio fundado. 
Es necesario recordar que la autoridad en lo que interesa, expresó en su respuesta lo siguiente:

“…En ese sentido le hago saber, que No es posible darle la información solicitada debido a que esa información fue enviada a la Auditoría Superior del Estado para su Revisión, y actualmente no se encuentra en este departamento…” 
Como se aprecia, en el citado oficio 62/SAF/2017
, así como en el informe
 rendido, el SUBDIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS expresó, en síntesis, que por el momento no le era posible otorgar la información solicitada, debido a que la misma había sido enviada a la Auditoría Superior del Estado para su revisión y esta no se encontraba en dicho departamento; y en esa misma postura la encargada del despacho de la UNIDAD DE TRANSPARENCIA
 rindió su informe.
Pues bien, con base en las manifestaciones que apunta el sujeto obligado en respuesta a lo solicitado por el particular, es de señalarse que las mismas no garantizan el derecho de acceso a la información del recurrente, en virtud de que la información proporcionada no corresponde y/o atiende a los requerimientos del peticionario, por las razones que se apuntan a continuación:

Ante todo es necesario precisar que el recurrente pidió información sobre:

· El o los comprobantes fiscales del gasto efectuado por concepto de viáticos por el C. Alejandro Ballesteros Corona, el 17 diecisiete de febrero de 2016, dos mil dieciséis, mismo que comprendió la cantidad de $1.906.04 (mil novecientos seis pesos 04/100 moneda nacional). Lo anterior, con la finalidad de asistir a la reunión sindical en esta ciudad.
· La autorización del referido gasto.
· El informe que justificó la entrega de los recursos que sustentaron el referido gasto.
En tal virtud, contrario a las manifestaciones señaladas por el sujeto obligado, es menester señalar que el mismo, tiene la obligación de entregar la información que se le solicita, de conformidad con los artículos 18, 19 y 20 de la citada Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, mismos que a la letra dicen:
“ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.
ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.”
Esto es, que si la información que le fue solicitada al sujeto obligado, deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, se presume que la misma debe de existir o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones o bien, que en los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.
De ahí que, lo anterior tiene estrecha relación con lo que se establece en la Ley de Archivos del Estado de San Luis Potosí, en sus artículos 2°, 5°, 6°, 7°, fracción IV, V, V, VII, XXIII, XL y 11, fracción VI refieren que:

“ARTÍCULO 2º. Todo documento sin importar su formato que sea producido por los servidores públicos en función de su cargo, así como aquellos documentos recibidos en el contexto del desempeño institucional, son bienes públicos que constituyen el Acervo Documental Propiedad del Estado, por lo que bajo ningún concepto los mismos pueden considerarse propiedad de las personas que los produjeron.

ARTÍCULO 5º. Los principios archivísticos que deberán observar los sujetos obligados en el funcionamiento, regulación, organización, difusión y conservación de la documentación e información generada bajo su resguardo, son:

I. Orden original: Respetar la clasificación archivística y el orden establecido por la unidad generadora;

II. Procedencia: Mantener cada fondo documental producido por una dependencia o entidad y distinguirlo de otros fondos semejantes;

III. Disponibilidad: Adopción de medidas pertinentes para una pronta localización de documentos de archivo;

IV. Conservación: Acciones directas e indirectas que buscan la adecuada preservación de los archivos para que mantengan íntegras sus propiedades tangibles e intangibles, proporcionando las condiciones administrativas y tecnológicas adecuadas;

V. Transparencia: Asegurar que la información documental contenida en los archivos de trámite y concentración sea manejada de acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, y

VI. Confidencialidad: Respeto por los datos personales relativos a características e información susceptible de ser tutelada por los derechos humanos a la privacidad, intimidad, honor y dignidad, que se encuentre en posesión de algunos de los sujetos obligados y sobre la que no puede realizarse ningún acto o hecho, sin la autorización debida de los titulares o sus representantes legales.

ARTÍCULO 6º. Los objetivos específicos de esta Ley son:

I. Garantizar la localización y disposición de documentos a través de sistemas modernos de organización y conservación de los archivos;

II. Contribuir a la eficiencia administrativa, la correcta gestión gubernamental y el avance institucional;

III. Asegurar el acceso oportuno a la información y con ello la rendición de cuentas, mediante la adecuada administración y custodia de los archivos que contienen información pública;

IV. Conservar, organizar y facilitar la consulta de los archivos administrativos e históricos, atender las necesidades de la gestión pública, al igual que promover la investigación histórica documental;

V. Promover que las personas encargadas de la administración, el resguardo, la conservación y mantenimiento de los archivos sean profesionistas capacitados en la materia;

VI. Favorecer la utilización de tecnologías de la información para mejorar la administración de los archivos de los sujetos obligados;

VII. Establecer mecanismos para la colaboración de las autoridades estatales y municipales con las federales, en materia de archivos, y

VIII. Contribuir a la creación de una cultura de aprecio por los archivos como una herramienta indispensable para una gestión gubernamental eficiente.

ARTÍCULO 7º. Para los efectos de la presente Ley, se entenderá por: […]

IV. Archivo: Conjunto orgánico de documentos en cualquier soporte que son producidos o recibidos por los sujetos obligados o los particulares en el ejercicio de sus atribuciones o en el desarrollo de sus actividades;

V. Archivo administrativo: Conjunto orgánico de documentos que permite la correcta administración de documentos en posesión de los sujetos obligados;

VI. Archivo de concentración: Conjunto orgánico de documentos que contiene de forma precautoria los documentos, cuya consulta es esporádica por parte de los sujetos obligados, y que deben conservarse por razones administrativas, legales, fiscales o contables;

VII. Archivo de trámite: Conjunto orgánico de documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio de las funciones públicas de los sujetos obligados; […]


XXIII. Documento: Registros que documentan y dan testimonio de la existencia y actividades de los sujetos obligados, y de las personas físicas o morales en el pasado o en el presente, sin excepción de su fuente de origen, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser de cualquier medio o formato; […]


XL. Vigencia documental: Periodo durante el cual un documento de archivo mantiene su valor administrativo, legal, fiscal o contable, de conformidad con las disposiciones jurídicas vigentes y aplicables.

ARTÍCULO 11. Los sujetos obligados productores del Acervo Documental Propiedad del Estado, serán responsables del manejo directo y conservación de sus documentos, y tendrán las siguientes obligaciones:

[…]

VI. Hacer constar en las actas de los procesos de entrega–recepción, por medio de inventarios y expedientes, el acervo documental recibido, producido y resguardado durante la administración saliente, y su existencia y recepción por la administración entrante;

VII. Asegurar el adecuado mantenimiento de los documentos, garantizando la integridad física y funcional de toda la documentación desde el momento de la emisión, durante su periodo de vigencia, hasta su disposición final.”
En esa tesitura, se arriba a la conclusión de que todo documento -sin importar su formato- que sea producido por los servidores públicos en función de su cargo, así como aquellos documentos recibidos en el contexto del desempeño institucional, son bienes públicos que constituyen el Acervo Documental Propiedad del Estado, por lo que bajo ningún concepto los mismos pueden considerarse propiedad de las personas que los produjeron. 
Que los principios archivísticos que deberán observar los sujetos obligados en el funcionamiento, regulación, organización, difusión y conservación de la documentación e información generada bajo su resguardo son: orden original, procedencia, disponibilidad, conservación, transparencia y confidencialidad.

Que los objetivos específicos de esa Ley son: garantizar la localización y disposición de documentos a través de sistemas modernos de organización y conservación de los archivos, asegurar el acceso oportuno a la información y con ello la rendición de cuentas, mediante la adecuada administración  y custodia de los archivos que contienen información pública, conservar, organizar y facilitar la consulta de los archivos administrativos e históricos, atender las necesidades de la gestión pública, favorecer la utilización de tecnologías de la información para mejorar la administración de los archivos de los sujetos obligados , entre otros.
Que archivo, es el conjunto orgánico de documentos en cualquier soporte, que son producidos o recibidos por los sujetos obligados o los particulares en el ejercicio de sus atribuciones o en el desarrollo de sus actividades; que el archivo administrativo, es el conjunto orgánico de documentos que permite la correcta administración de documentos en posesión de los sujetos obligados; que el archivo de concentración, es el conjunto orgánico de documentos que contiene de forma precautoria los documentos, cuya consulta es esporádica por parte de los sujetos obligados, y que deben conservarse por razones administrativas, legales, fiscales o contables, y el archivo de trámite, es el conjunto orgánico de documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio de las funciones públicas de los sujetos obligados.
Que documento, es el registro que documenta y da testimonio de la existencia y actividades de los sujetos obligados, y de las personas físicas o morales en el pasado o en el presente, sin excepción de su fuente de origen, tipo o fecha de elaboración, y la vigencia documental, es el periodo durante el cual un documento de archivo mantiene su valor administrativo, legal, fiscal o contable, de conformidad con las disposiciones jurídicas vigentes y aplicables.
Por tanto, los sujetos obligados productores del Acervo Documental Propiedad del Estado, serán responsables del manejo directo y conservación de sus documentos, y tienen las obligaciones de asegurar el adecuado mantenimiento de los documentos, garantizando la integridad física y funcional de toda la documentación desde el momento de la emisión, durante su periodo de vigencia, hasta su disposición final.

Así entonces, el sujeto obligado debe conservar la información generada en función de su cargo, así como aquellos documentos recibidos en el contexto del desempeño institucional, de conformidad con las disposiciones que señala la Ley de Archivos del Estado de San Luis Potosí, en virtud de que dichos ordenamientos jurídicos suscitan la obligación de crear la información y a su vez conservarla.

Asimismo, es de señalarse el contenido del numeral 84, fracción XIV, de la Ley de la materia, mismo que dispone: 

“ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan: 

[...]
XIV. Los gastos de representación y viáticos, así como el objeto e informe de comisión correspondiente;”
Del análisis del numeral transcrito, se advierte que la información que se solicitó corresponde al apartado de obligaciones comunes que dispone la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, por lo que con base al contenido del artículo 176, esta comisión le indica al sujeto obligado que la información que debe proporcionar al aquí recurrente es considerada como obligación de transparencia de conformidad con el Capítulo II del Título Cuarto, denominado “de las obligaciones de transparencia comunes”, por lo que conforme a la naturaleza de la información que se solicita, se atiende que son obligaciones comunes aquellas que describen la información que deberán de poner a disposición de los particulares y mantener actualizada en los sitios de internet correspondientes y en la Plataforma Nacional de Transparencia, todos los sujetos obligados, como lo es en la presente causa la Dirección de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de ciudad Valles, sin excepción alguna, y que se refieren a temas, documentos, políticas, y que aquellos poseen en ejercicio de sus facultades, obligaciones y el uso de recursos públicos, respecto de su organización interna y funcionamiento, atención al público, ejercicio de los recursos públicos, determinaciones institucionales, estudios, ingresos recibidos y donaciones realizadas, organización de archivos, entre otros.

Por tanto, tal y como se señala en la fracción XIV del arábigo 84 del ordenamiento legal en cita, los sujetos obligados deberán de poner a disposición del público la información relativa a los gastos de representación y viáticos, así como el objeto e informe de comisión correspondiente, por lo que en el caso concreto se estima que la declaratoria de imposibilidad respecto a la entrega de la información por parte del sujeto obligado, es equivoca, ya que de una interpretación extensiva del aludido precepto legal, la información que se le solicita a la autoridad si la posee, al ser pública de oficio, y por ende debe proporcionarla. 

7.2. Informe de los sujetos obligados.


 Resulta indispensable pronunciarse sobre lo que los sujetos obligados alegaron en su informe en el sentido de que no era posible proporcionar la información solicitada por el particular, debido a que la misma había sido enviada a la Auditoría Superior del Estado para su revisión, y esta no se encontraba en dicho departamento; manifestaciones que son infundadas en virtud de que, como ya ha quedado visto, existe la obligación de publicar o transparentar de manera oficiosa en medios electrónicos la información referente a los gastos de representación y viáticos, así como el objeto e informe de comisión correspondiente, de ahí que sus argumentos resulten ilegales.
7.3. Versiones públicas.

Los sujetos obligados al momento de hacer la entrega de la información deben hacerlo en versión pública, pues ya ha quedado visto que la información que se debe publicar en los medios electrónicos debe ser de forma completa, ello de conformidad con los artículos 125 y 126
 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

7.4. Sentido y efectos de esta resolución.
En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado el agravio que hizo valer el recurrente, lo procedente es que esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado revoca la respuesta proporcionada por los entes obligados y, por lo tanto los conmina a éstos para que emitan otra en la que entreguen al solicitante la información sobre:
· El o los comprobantes fiscales del gasto efectuado por concepto de viáticos por el C. Alejandro Ballesteros Corona, el 17 diecisiete de febrero de 2016, dos mil dieciséis, mismo que comprendió la cantidad de $1.906.04 (mil novecientos seis pesos 04/100 moneda nacional). Lo anterior, con la finalidad de asistir a la reunión sindical en esta ciudad.
· La autorización del referido gasto.

· El informe que justificó la entrega de los recursos que sustentaron el referido gasto.

7.5. Precisiones de esta resolución.
De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.
·  En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe entregarse en la modalidad solicitada y, en caso de que el sujeto obligado no contenga la información en esa modalidad, entonces deberá permitir la reproducción gratuita de toda la información. 
· El ente obligado deberá cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá elaborar la versión pública. 


7.6. Plazo de diez días para el cumplimiento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este Órgano Colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.
7.7. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información, en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.
7.8. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, se le impondrá la multa establecida en el artículo 190, fracción II, de la Ley de Transparencia, en virtud de que este Órgano Colegiado debe garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  
7.9. Medios de Impugnación.

Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, mediante la presente resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación.
RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública revoca el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.
Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente la primera de los nombrados, quienes, en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
	        COMISIONADO PRESIDENTE

                   MTRO. ALEJANDRO 

                   LAFUENTE TORRES 
	              COMISIONADA 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO


	COMISIONADA 

LIC. CLAUDIA ELIZABETH 

ÁVALOS CEDILLO  
	
	SECRETARIA DE PLENO
LIC. ROSA MARÍA MOTILLA GARCÍA 


*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 161/2017-2 QUE FUE INTERPUESTA EN CONTRA DE LA DIRECCIÓN DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO DE CIUDAD VALLES, SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DE SU TITULAR Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL 04 CUATRO DE AGOSTO DE 2017, DOS MIL DIECISIETE.
L/GVLL
� Visible en la foja 3 de autos.


� Visible en la foja 3 de autos.


� Visible en la foja 3 de autos.


� Visible en las fojas 29 de autos. 


� Visible en las fojas 28 de autos. 


 �Cfr. ACUERDO del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, por el que se aprueban los Lineamientos técnicos generales para la publicación, homologación y estandarización de la información de las obligaciones establecidas en el título quinto y en la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los sujetos obligados en los portales de Internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia. (Continúa en la Octava Sección), disponible en:


 � HYPERLINK "http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5436072&fecha=04/05/2016" �http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5436072&fecha=04/05/2016�, [Consultado en tres de agosto de dos mil diecisiete].





� ARTÍCULO 125. Cuando un Documento contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, los sujetos obligados, para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una Versión Pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación. 


ARTÍCULO 126. La información contenida en las obligaciones de transparencia no podrá omitirse en las versiones públicas. 


La autoridad no podrá negar el acceso a la información clasificada de un documento.





